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DICTAMEN CON PROYECTO DE DECRETO POR EL

QUE SE REFORMAN DIVERSAS DISPOSICIONES DEL

CÓDIGO DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA PARA EL

ESTADO DE MICHOACÁN DE OCAMPO, ELABORA-
DO POR LAS COMISIONES GOBERNACIÓN;
INSPECTORA DE LA AUDITORÍA SUPERIOR DE MI-
CHOACÁN; JURISDICCIONAL; DE JUSTICIA; Y DE

PUNTOS CONSTITUCIONALES.

HONORABLE ASAMBLEA

A las comisiones de Gobernación, Inspectora
de la Auditoría Superior de Michoacán, Jurisdiccio-
nal, de Justicia y de Puntos Constitucionales les
fueron turnadas diversas Iniciativas de Decreto por
el que se reformas diversas disposiciones del Código
de Justicia Administrativa para el Estado de Mi-
choacán de Ocampo.

ANTECEDENTES

Primero. En Sesión de Pleno de la Septuagési-
ma Tercera Legislatura de fecha 15 de Julio de 2016,
se dio lectura a la Iniciativa con proyecto de Decreto,
por el cual se expide la Ley del Sistema Estatal Anti-
corrupción, la Ley de Responsabilidades
Administrativas; y se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley Orgánica de la Administra-
ción Pública, de la Ley de Fiscalización Superior, de
la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justi-
cia, del Código de Justicia Administrativa y del Código
Penal, todos del Estado de Michoacán de Ocampo,
presentada por los diputados Mario Armando Mendo-
za Guzmán, Yarabí Ávila González y Xóchitl Gabriela
Ruíz González, misma que fue turnada a la Comisión
de Justicia, en coordinación con las comisiones de
Gobernación, Inspectora de la Auditoría Superior de
Michoacán y Jurisdiccional, para su estudio, análisis
y dictamen.

Segundo. En Sesión de Pleno de la Septuagé-
sima Tercera Legislatura de fecha 3 de noviembre de
2016, se dio lectura a la Iniciativa de Decreto me-
diante el cual se reforman y adicionan diversos
ordenamientos del Estado de Michoacán, en materia
anticorrupción, presentada por los diputados integran-
tes del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, misma que fue turnada
a la Comisión de Justicia, en coordinación con las
comisiones de Gobernación, Jurisdiccional e Inspec-
tora de la Auditoría Superior de Michoacán, para su
estudio, análisis y dictamen.

Tercero. En Sesión de Pleno de la Septuagé-
sima Tercera Legislatura de fecha 9 de noviembre de
2016, se dio lectura a la Iniciativa de Decreto, por el
que se reforman y adicionan diversas disposiciones
del Código de Justicia Administrativa del Estado de
Michoacán de Ocampo, presentada por el Diputado
Ernesto Núñez Aguilar, misma que fue turnada a las
Comisión de Justicia para estudio, análisis y dicta-
men.

Cuarto. En sesión del Pleno de la Septuagési-
ma Tercera Legislatura de fecha 16 de noviembre de
2016, se aprobó el Acuerdo número 224, en el que se
crea el «Grupo de Trabajo Plural» para el estudio, aná-
lisis, elaboración y formulación del proceso legislativo
para la instauración del Sistema Anticorrupción que
comprende la reforma y armonización de diversos or-
denamientos legales del Estado de Michoacán de
Ocampo, integrado por las comisiones de Goberna-
ción, Inspectora de la Auditoría Superior de
Michoacán, Jurisdiccional, Justicia y Puntos Consti-
tucionales.

Quinto. En de Pleno de la Septuagésima Ter-
cera Legislatura de fecha 28 de junio de 2017, se dio
lectura a la Iniciativa de Decreto, por el que se refor-
man, adicionan y derogan diversas disposiciones del
Código Electoral; del Código de Justicia Administrati-
va; de la Ley de Transparencia, Acceso a la Información
Pública y Protección de Datos Personales; de la Ley
de la Comisión Estatal de los Derechos Humanos; de
la Ley Orgánica del Poder Judicial; y de la Ley Orgáni-
ca y de Procedimientos del Congreso, todas del Estado
de Michoacán de Ocampo, presentada por la Diputa-
da María Macarena Chávez Flores, misma que fue
turnada a las comisiones de Gobernación, Inspecto-
ra de la Auditoría Superior de Michoacán,
Jurisdiccional, Justicia y Puntos Constitucionales.
para estudio, análisis y dictamen.

Del estudio y análisis realizado por estas co-
misiones, se llegó a las siguientes

CONSIDERACIONES

El Congreso del Estado es competente para
legislar, reformar y derogar las leyes o decretos, con-
forme a lo establecido por el artículo 44 fracción I de
la Constitución Política del Estado Libre y Soberano
de Michoacán de Ocampo.

Estas comisiones de Gobernación, Inspecto-
ra de la Auditoría Superior de Michoacán,
Jurisdiccional, Justicia y Puntos Constitucionales son
competentes para dictaminar las iniciativas de De-
creto, conforme a lo estipulado en los artículos 79,
82, 84, 85 y 89 de la Ley Orgánica y de Procedimientos
del Congreso del Estado de Michoacán de Ocampo.

Que la Iniciativa de decreto presentada por
los diputados Mario Armando Mendoza Guzmán, Ya-
rabí Ávila González y Xóchitl Gabriela Ruíz González,
sustentó su exposición de motivos en lo siguiente:

La sociedad michoacana, como la de cualquier otro
Estado, tiene el derecho a exigir y solicitar se le garantice
que el actuar de los servidores públicos se apegue a los
principios de legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad
y eficiencia; al de interés público, de respeto a los dere-
chos humanos, de igualdad y no discriminación, de
igualdad de género, de entorno cultural y ecológico, de
integridad, de liderazgo, transparencia y rendición de
cuentas.

Bajo estos principios y valores, el estado debe
buscar una mejora continua en el funcionamiento de sus
instituciones, garantizar que las acciones del gobierno y
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los servidores públicos se encuentren orientados al co-
rrecto uso de los recursos públicos y a la adecuada toma
de decisiones dentro del estado de derecho, generando
certeza sobre su actuar.

La corrupción es un factor que incide de manera
negativa en el crecimiento social, cultural, económico y
político en el Estado; genera pérdida de confianza en las
instituciones, demora la solución de los problemas socia-
les y la lucha contra la desigualdad.

Como un antecedente, tenemos que la Organiza-
ción para la Cooperación y el Desarrollo Económicos
(OCDE) señala, que la corrupción en el sector público
amenaza al buen gobierno, el desarrollo económico soste-
nible, a los procesos democráticos y las prácticas
comerciales justas y, como consecuencia, aumenta el cos-
to de las transacciones públicas y disminuye la confianza
de los ciudadanos en las instituciones públicas.

Transparencia Internacional elabora anualmente
el Índice de Percepción de la Corrupción (IPC), el cual
muestra los niveles percibidos de corrupción del sector
público en todo el mundo; si bien, como señalan, ningún
país está libre de corrupción, este índice permite en una
escala de cero (altamente corrupto) a cien (sin corrupción),
observar de los 168 países enlistados, la situación de
cada uno de ellos. En el caso de México, en el año 2015,
se posicionó en el lugar 95 con 35 puntos.

Estos indicadores nos permiten enfocarnos en la
realidad de nuestro país, y en la imperiosa necesidad de
actuar, tomando como pilares la integridad, la transparen-
cia y la rendición de cuentas para la construcción de
instituciones fuertes y resistentes a la corrupción.

El Estado mexicano, en la búsqueda de compartir
las mejores prácticas internacionales y como parte de los
compromisos para combatir la corrupción, ha firmado y
ratificado tres importantes convenciones internacionales:
la Convención para Combatir el Cohecho de Servidores
Públicos Extranjeros en Transacciones Comerciales Inter-
nacionales de la Organización para la Cooperación y
Desarrollo Económicos (OCDE), la Convención lnterameri-
cana contra la Corrupción de la Organización de Estados
Americanos (OEA) y la Convención de las Naciones Uni-
das contra la Corrupción (UNCAC).

Conscientes de esta realidad, nuestro país ha
trazado ejes dirigidos a atender las demandas de los ciu-
dadanos, fomentando una sociedad global e informada
mediante la consolidación de políticas de transparencia,
combate a la corrupción, el desarrollo de un Gobierno
Abierto, el pleno respeto y efectiva protección de los de-
rechos humanos.

Gracias al consenso en los trabajos legislativos,
se lograron articular los esfuerzos institucionales para
combatir la corrupción con una visión de pesos y contra-
pesos que, apoyados por la transparencia y rendición de
cuentas, representan un elemento fundamental para forta-
lecer la confianza de las personas en las instituciones,
dentro un marco de promoción de la legalidad y las bue-
nas prácticas.

El pasado 27 de mayo de 2015, fue publicada la
Reforma Constitucional que crea el Sistema Nacional Anti-

corrupción; en el Estado el 13 de noviembre de 2015, se
adicionó en la Constitución Política del Estado Libre y
Soberano de Michoacán de Ocampo el artículo 97 ter, que
establece el Sistema Estatal Anticorrupción como una ins-
tancia de coordinación entre las autoridades de todos los
órdenes de gobierno competentes en la prevención, detec-
ción y sanción de responsabilidades administrativas y
hechos de corrupción, así como en la fiscalización y con-
trol de recursos públicos; lo que significa un avance de
relevancia histórica para nuestro país en la lucha contra
la corrupción. Este Sistema se consolidará como eje cen-
tral y pilar en las acciones que emprenda el Estado para
prevenir, detectar y sancionar actos de corrupción. Estas
acciones ya no se harán de forma aislada o fragmentada,
sino a través de un sistema integral y articulado con las
diversas instituciones que lo componen entre las autori-
dades de todos los órdenes de gobierno competentes para
prevenir, detener y sancionar las faltas administrativas y
hechos de corrupción, así como optimizar la fiscalización
y control de los recursos públicos.

La reforma constitucional articula el fortalecimiento
de competencias de las instancias públicas y de la socie-
dad para prevenir y radicar de forma eficiente la corrupción.

El combate a la corrupción, el fomento de la cul-
tura de la transparencia, la rendición de cuentas y la
legalidad, son metas irrenunciables para todos los mexi-
canos que requieren para su cumplimiento no sólo de la
acción constante del Estado, sino de la participación in-
formada, activa y responsable de la ciudadanía.

Es por ello que se asume a nivel constitucional
un Sistema en el que participan servidores públicos y
sociedad civil, factor determinante para alcanzar una ade-
cuada cohesión comunitaria.

Es así, que la presente iniciativa tiene por objeto
dar cumplimiento al mandato constitucional previsto en el
artículo Segundo Transitorio del Decreto por el que se
Reforman, Adicionan y Derogan diversas disposiciones
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos y Segundo Transitorio de la Constitución Política del
Estado Libre y Soberano de Michoacán de Ocampo, publi-
cada en el Periódico Oficial del Gobierno Constitucional
del Estado de Michoacán de Ocampo de fecha 13 de no-
viembre de 2015, en materia de combate a la corrupción,
fortaleciendo la transparencia y la rendición de cuentas,
la participación ciudadana y su injerencia efectiva en la
vigilancia de las funciones públicas; así como los meca-
nismos contundentes para la prevención, control e
imposición de sanciones a quienes violenten los princi-
pios que rigen el ejercicio de la función pública. Todo ello,
sin dejar de tomar en cuenta que las leyes que regulan la
actividad pública, deben de conciliar, bajo parámetros de
racionalidad y proporcionalidad constitucional, la rendi-
ción de cuentas y la responsabilidad, con el ágil y efectivo
ejercicio de la función que por mandato social y en benefi-
cio de todas las personas, tenemos encomendados todos
los servidores públicos, las reformas planteadas tienen
la encomienda de dotar a las autoridades en materia de
Anticorrupción de elementos para combatirla.

Que la Iniciativa de Decreto presentada por
los diputados integrantes del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional, sustentó su
exposición de motivos en lo siguiente:
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La corrupción nos acompaña en cada momento de
nuestra cotidianidad, en cada lapso de nuestras vidas,
en todos los ámbitos en los que nos desempeñamos. Como
un mal congénito del que no podemos desprendernos y
que limita el desarrollo del país, que eclipsa lo mejor de
nosotros mismos, que nos define ante el extranjero, que
nos sujeta a atavismos que inciden negativamente en la
gobernabilidad, en las condiciones de vida de la gente.

Como un sello de origen la encontramos en las
oficinas públicas, en las autopistas, carreteras y puertos,
en nuestras fronteras y terminales aéreas, en las escue-
las, en los centros privados de atención a clientes; la
distinguimos lo mismo en el burócrata que en el proveedor
de un servicio, entre nuestras instituciones de seguridad
y en los centros hospitalarios. La corrupción, vista así,
constituye un fenómeno omnipresente que ha trascendido
generaciones y regiones geográficas, que no ha distingui-
do entre clases sociales ni formaciones académicas.

Justo es por ello que se vuelve indispensable en
este momento la generación de liderazgos morales que
cuenten con la capacidad de reflejar lo mejor de nosotros
mismos, guías morales que nos inviten a soñar y no a la
resignación, referentes éticos capaces de hacernos aspi-
rar a un estado mejor de cosas, toda vez que la corrupción
no es un destino fatal ni un designio escrito en las altu-
ras o una maldición lanzada desde los avernos.

Estamos firmemente convencidos de que son más,
muchos más, aquellos mexicanos que aspiran a progresar
sin tener que pasar por encima de otros. Constituyen una
mayoría aplastante quienes valoran el camino recto de la
virtud antes que la transa y la riqueza mal habidas. Son a
estos compatriotas nuestros a quienes debemos destacar
por su trabajo y dedicación diarias, pues ellos son quie-
nes nos demuestran a nosotros y al mundo que somos
mejores de lo que nosotros mismos pensamos.

Sin embargo, la sola voluntad de las personas no
basta si no existen instituciones capaces de velar por el
buen desempeño de la función pública y de preservar una
relación plena de honestidad entre gobernantes y gober-
nados, de generar incentivos para ponderar la honestidad
y la decencia por encima de la transa. Tal es la inquietud
que ha llevado a nuestro partido a proponer mejoras lega-
les tendientes a suprimir de nuestra vida diaria el fenómeno
de la corrupción.

Hemos considerado dicha tarea indispensable
pues la realidad nos viene gritando desde hace tiempo la
necesidad de invertir nuestro capital político en una tarea
de semejante magnitud. A efectos de ilustrar lo anterior,
basta con señalar algunos datos y cifras que resultarán
edificantes.

De acuerdo con el estudio titulado «México, ana-
tomía de la corrupción», dirigido por la Doctora María
Amparo Casar y auspiciado por el Instituto Mexicano para
la Competitividad, A.C. (IMCO) y el Centro de Investiga-
ción y Docencia Económicas, A.C. (CIDE), el cual recoge
de manera afortunada la información generada a partir de
fuentes diversas, México ocupa el último lugar en materia
de corrupción entre los países de la Organización para el
Desarrollo Económico, mientras que la 22ª posición entre
32 naciones del continente americano.

Al citar el Índice de Competitividad Global 2014 – 2015,
la investigadora señala que México tiene una calificación
reprobatoria en el pilar denominado «desempeño institu-
cional», el cual se refiere al marco administrativo y legal,
dentro del cual los individuos, las empresas y el gobier-
no interactúan económicamente y la baja calificación
significa que dicho marco está afectando la competitividad
del país. Una explicación a este mal desempeño podría
hallarse en la sobre – regulación que genera oportunida-
des de corrupción y en la ineficiencia en el gasto público
propiciada en parte por el desvío de recursos, los pagos
extraoficiales, los sobornos y el favoritismo en las deci-
siones de los funcionarios.

El estudio señala que los costos económicos ge-
nerados por la corrupción son alarmantes y para
ejemplificar lo anterior cita que, de acuerdo con el Banco
de México, Forbes, el Banco Mundial y el Centro de Estu-
dios Económicos del Sector Privado, ésta representa entre
un 9 y un 10% del Producto Interno del país. Por su par-
te, la Auditoría Superior de la Federación afirma que la
ausencia de sanciones a los actos corruptos costó a Méxi-
co 86 mil millones de pesos, en tanto que Transparencia
Internacional disminuye la competitividad del país en un
2% debido a la corrupción.

La piratería, fenómeno delictivo socialmente afec-
tado e indisolublemente ligado a la corrupción, tiene fuertes
costos para la economía mexicana, pues como bien cita
Casar, las pérdidas que provoca implican a las empresas
que no puedan generar 480,000 empleos al año.

El estudio en comento señala que la corrupción
significa un impuesto regresivo para los más pobres, pues
el monto promedio que los hogares destinan a pagar actos
de esta naturaleza alcanza el 14% en los hogares en gene-
ral y 33% para los hogares que reciben un salario mínimo.

Si el razonamiento económico no fuera suficiente
para justificar nuestra preocupación sobre la corrupción,
deberíamos invocar entonces la influencia negativa que a
decir de Casar, ésta tiene en la gobernabilidad del país,
pues actualmente estamos frente a un demérito en la con-
fianza hacia la representación política y descontento con
la democracia, pues el ciudadano no siente que sus inte-
reses estén representados por el gobierno ni que los
mecanismos de justicia sean útiles.

Consciente de la necesidad de empujar a México
hacia una dirección diferente, nuestro partido ha hecho
uso de su mayoría para transformar el marco regulatorio
dirigido a inhibir y sancionar la corrupción. En el consti-
tuyente permanente al otorgar su voto favorable a las
enmiendas publicadas en el Diario Oficial de la Federa-
ción el 27 de mayo de 2015, en el Congreso de la Unión al
aprobar este mismo año las leyes que dieron origen al
Sistema Nacional Anticorrupción, y en esta misma sede
legislativa al aprobar las reformas constitucionales en
materia de combate a la corrupción, mismas que fueron
dadas a conocer en la edición del 13 de noviembre de
2015 del Periódico Oficial del Estado.

Es por ello que, congruentes con este compromi-
so ético, los legisladores del PRI contribuimos a armonizar
nuestras leyes estatales con el marco nacional aplicable
en la multicitada materia y presentamos esta iniciativa, la
cual constituye un esfuerzo más en este sentido, al igual
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que la diversa publicada en la Gaceta del 15 de julio del
año en curso, cumpliendo así con lo establecido en las
disposiciones transitorias del Decreto de reformas cons-
titucionales publicadas el 27 de mayo del año pasado.

Se adiciona la Ley de Responsabilidades y Re-
gistro Patrimonial de los Servidores Públicos del Estado
de Michoacán y sus Municipios, para establecer que, con
el objeto de promover la denuncia, el Sistema Estatal An-
ticorrupción, atendiendo a la naturaleza de cada entidad
creará un sistema de recompensas para la denuncia de
casos relevantes; mecanismos eficaces para la protección
de denunciantes, y esquemas eficaces para la protección
de testigos. Para la protección efectiva de denunciantes y
testigos, las autoridades también deberán realizar un ade-
cuado análisis de riesgos y observar los siguientes
principios:

• El resguardo absoluto de los datos personales y fami-
liares;
• Un amplio resguardo de la integridad física, personal y
familiar;
• La atención prioritaria a las demandas razonables del
testigo o denunciante;
• La protección de la fuente de empleo o negocios, y
• La creación de alternativas razonables a la fuente de
ingresos.

Que la Iniciativa de Decreto presentada por
el Diputado Ernesto Núñez Aguilar, sustentó su ex-
posición de motivos en lo siguiente:

El mundo se está transformando y desarrollando
de manera acelerada, la invención de tecnologías nos ha
permitido tener una comunicación más rápida, acceso a la
salud más eficaz y transportarnos de un lugar a otro en
menor cantidad de tiempo; las distancias se han logrado
acortar y el tiempo se ha vuelto más eficiente. Este tipo de
instrumentos tecnológicos debemos aprovecharlos para
mejorar nuestra calidad de vida La impartición de justicia
en nuestro país debe asumir este gran paradigma de cam-
bios, porque de lo contrario podríamos quedarnos en el
pasado, con instrumentos obsoletos, que no se actualicen
a los cambios que no solo nuestro país exige, sino el mun-
do los está marcando.

El Sistema de Justicia Mexicano entendió que
debía implementar esos cambios en nuestro país, por ello
el 7 de agosto de 2011, entro en vigor el juicio en línea en
el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa,
siendo una innovación que llego para quedarse, porque
las trasformaciones en el mundo nos dicen que ahí se
encuentra la ruta del cambio y el desarrollo.

El juicio en línea es el sistema informático que
permite registrar, controlar, procesar, almacenar, difun-
dir, trasmitir, gestionar, administrar y notificar el
procedimiento contencioso administrativo que se sustan-
cia en el tribunal federal de justicia fiscal y administrativa.

De igual forma para tener un análisis más preciso
el artículo 17 Constitucional establece en su segundo y
tercer párrafo lo siguiente: Toda persona tiene derecho a
que se le administre justicia por tribunales que estarán
expeditos para impartirla en los plazos y términos que
fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera pron-
ta, completa e imparcial. Su servicio será gratuito,

quedando, en consecuencia, prohibidas las costas judi-
ciales Las leyes federales y locales establecerán los
medios necesarios para que se garantice la independen-
cia de los tribunales y la plena ejecución de sus
resoluciones.

Constitucionalmente el Sistema de Justicia Mexi-
cano, tiene la obligación de garantizar el derecho a la
impartición de justicia, así como lograr que sea en los pla-
zos y términos que fijen las leyes, es decir que sea pronta
y expedita; el uso de las Tecnologías de la Información y
Comunicación del Siglo XXI, son herramientas innovado-
ras que nos permiten hacer más eficiente y eficaz la
impartición de la justicia, como lo dicta el precepto consti-
tucional que se plasmó con antelación.

Con información del Tribunal Federal de Justicia
Fiscal y Administrativa el primer juicio resuelto en línea
duró 31 días hábiles y en promedio una sentencia se emi-
te en 94 días hábiles. Lo que nos muestra que es una
herramienta funcional para los ciudadanos. En los más de
seis años que lleva funcionando el Juicio en línea del Tri-
bunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, ha
demostrado su funcionalidad, logran generar un acceso
más rápido y eficiente al acceso a la impartición de justi-
cia, generando ahorros substanciales en tiempo, dinero y
papel.

En Michoacán el Tribunal de Justicia Administra-
tiva ha demostrado cumplir de manera adecuada la
naturaleza de su origen, lamentablemente ha sido insufi-
ciente para dar un acceso completo a los ciudadanos que
viven en los 113 municipios del estado, es por ello, que
tomando como referencia los logros y eficiencia del tribu-
nal federal, debemos buscar dotar de herramientas
jurídicas funcionales al tribunal del estado para generar
una cobertura más amplia a los michoacanos, en cuanto a
la impartición de la justicia en materia administrativa.

Que el Acuerdo número 224, por el que se
crea el «Grupo de Trabajo Plural» para el estudio, aná-
lisis, elaboración y formulación del proceso legislativo
para la instauración del Sistema Anticorrupción que
comprende la reforma y armonización de diversos or-
denamientos legales del Estado de Michoacán de
Ocampo, sustentó su exposición de motivos en lo si-
guiente:

PRIMERO. Se crea un Grupo de Trabajo Plural para
que coadyuve en el estudio, análisis, elaboración y formu-
lación del proceso Legislativo para la instauración del
Nuevo Sistema Anti-corrupción que comprende la reforma
y armonización de diversos ordenamientos legales del
Estado de Michoacán de Ocampo.

SEGUNDO. El Grupo de Trabajo que coadyuvará en
el estudio, análisis y dictamen de las disposiciones y
todo el marco jurídico en materia del Sistema Estatal Anti-
corrupción, estará conformado por los diputados
integrantes de la Comisión de Gobernación, que coordina-
ra los trabajos con las comisiones Inspectora de la Auditoria
Superior de Michoacán, Jurisdiccional, de Justicia y de
Puntos Constitucionales.

TERCERO. Las comisiones para el desarrollo de las
actividades del Grupo de Trabajo, serán auxiliados por
los Secretarios Técnicos de las comisiones de Goberna-
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ción, Inspectora de la Auditoria Superior de Michoacán,
Jurisdiccional, de Justicia y de Puntos Constitucionales,
así como por los asesores que los diputados integrantes
de dichas comisiones designen para tal efecto.

Que la Iniciativa presentada por la Diputada
María Macarena Chávez, sustentó su exposición de
motivos en lo siguiente:

Garantizar la transparencia y la rendición de cuen-
tas es una de las principales tareas en nuestra función
legislativa, por ello, la presente iniciativa contribuye en el
fortalecimiento del Sistema Estatal Anticorrupción, al ha-
cer efectivo el mandato del constituyente michoacano, por
el cual instruyó que los titulares de los Órganos Internos
de Control de los Órganos Constitucionales Autónomos
fueran nombrados por el Poder Legislativo.

El denominado primer paquete legislativo, que
contiene las leyes que dan marco al Sistema Estatal fue
aprobado en días pasados por esta Legislatura, no obs-
tante, aún quedan pendientes de armonización otro tanto
de leyes, igual o mayor, de impostergable análisis, con el
que se concreta el marco legal de combate a la corrupción.

Los Órganos Internos de Control, hasta hoy de-
nominados Contralorías, iniciarán una nueva etapa como
parte de la estructura de los Órganos del Estado, ten-
drán a su cargo la revisión y fiscalización de los recursos
públicos que se otorgan a estos, dotándolos de faculta-
des para investigación e incluso sanción de los servidores
públicos que infrinjan las obligaciones señaladas por la
normatividad de responsabilidades.

En particular, la reforma constitucional del año
2015, ya referida, dispuso un nuevo diseño tratándose
de los Órganos Internos de Control; en el caso del Poder
Judicial, indica la ratificación por parte del Congreso del
Estado, de la persona que sea titular y su duración será
de cinco años, sin posibilidad de reelección, para los de-
más órganos del Estado, nos remite a la ley de la materia.

Es precisamente por la reserva que el constitu-
yente realiza, que debemos reformas las leyes que dan
estructura a los Órganos Constitucionales Autónomos: el
Instituto Electoral de Michoacán, el Tribunal Electoral del
Estado de Michoacán, el Instituto Michoacano de Trans-
parencia, Acceso a la Información Pública y Protección de
Datos Personales, así como la Comisión Estatal de los
Derechos Humanos, para así disponer las nuevas condi-
ciones de sus Contralorías Internas.

Como parámetro para lo anterior, observamos el
diseño que se dio al Poder Judicial, en que se designa al
titular por un periodo de 5 años, sin posibilidad de ratifi-
cación, derivado de ello, sumado a un análisis de la
legislación vigente, no habría argumento para dar un trato
distinto a los demás órganos del Estado, así, se propone
en la iniciativa, que el titular del Órgano Interno de Con-
trol de cada uno de los entes, sea nombrado por el
Congreso del Estado por el periodo de 5 años, sin posibi-
lidad de reelección; además se propone insertar en cada
normatividad tocante, el listado de requisitos que debe
tener la persona que encabece a dicho órgano, conside-
rando que ha sido una defensa primordial por parte de
los legisladores que, ante el panorama que enfrentarán

los contralores internos, deben gozar de una curricula
que les permita hacer frente a sus obligaciones constitu-
cionales y legales.

Del estudio y análisis de las Iniciativas pre-
sentadas ante el Pleno del Congreso, estas
comisiones dictaminadoras consideramos pertinente
acumularlas para efecto de realizar un estudio, aná-
lisis y dictamen conjunto, con la finalidad de contar
con elementos necesarios y suficientes para deter-
minar lo procedente.

Es de resaltar que en Sesión del Pleno de la
Septuagésima Tercera Legislatura de fecha 6 de junio
de 2017, se aprobaron las Leyes del Sistema Estatal
Anticorrupción y de Responsabilidades Administrati-
vas para el Estado de Michoacán de Ocampo y se
reformaron, adicionaron y derogaron diversas dispo-
siciones del Código Penal para el Estado de Michoacán
de Ocampo y de la Ley Orgánica de la Procuraduría
General de Justicia del Estado de Michoacán de Ocam-
po.

Como mencionamos en los razonamientos
esgrimidos en la aprobación del primer paquete de
leyes para la implementación del Sistema Estatal
Anticorrupción, ésta se realiza dentro de la compe-
tencia constitucional que se delega a las entidades
federativas en materia del sistema estatal anticorrup-
ción, derivada de la reforma a la Constitución Federal,
publicada el 27 de mayo de 2015, la cual se integra
por tres ejes fundamentales como son: prevención,
detección y sanción de responsabilidades adminis-
trativas y hechos de corrupción.

Encontramos que lo anterior, se multiplica en
atención a dos posibilidades, por un lado las respon-
sabilidades administrativas engloban supuestos en
que pueden incurrir los servidores públicos en el ejer-
cicio de sus funciones, faltando a los principios
rectores que rigen el servicio público, como son: lega-
lidad, objetividad, profesionalismo, honradez, lealtad,
imparcialidad, eficiencia, eficacia, equidad, transpa-
rencia, economía, integridad y competencia por mérito,
por otro lado, los hechos de corrupción se entienden
como las diversas manifestaciones en acciones u
omisiones y que tengan como consecuencia la actua-
lización del tipo penal de corrupción contenido en el
Código Penal Federal así como el respectivo de las
Entidades Federativas.

Las Comisiones de dictamen que integramos
este grupo plural, para dar cumplimiento a este man-
dato constitucional, adecuamos el marco normativo
vigente, tanto sustantivo como adjetivo en aras de
lograr una armonización legislativa necesaria para la
conformación del sistema estatal anticorrupción, in-
tegrándose éste al sistema nacional.

Como legisladores, estamos plenamente con-
vencidos que los michoacanos que aspiran a progresar
sin tener que pasar por encima de otros, somos mu-
chos más que los que se conducen con corrupción,
valoramos los principios básicos de la educación que
nos ha sido otorgada desde nuestros hogares y en las
instituciones académicas, es por ello que con total
responsabilidad reordenamos el texto del Código de
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Justicia Administrativa, acoplando lo mejor de cada
una de las Iniciativas presentadas para ello.

Es importante mencionar que con las refor-
mas realizadas a este Código queda establecido de
manera clara que su objeto es regular los actos u
omisiones de naturaleza administrativa y fiscal entre
los particulares y las dependencias del Estado, ga-
rantizando a través de procesos bien definidos el
acceso a la justicia administrativa en el Estado de
Michoacán, la cual se impartirá por el Tribunal de
Justicia Administrativa del Estado de Michoacán de
Ocampo.

Se incorpora al Código, la figura del Juicio en
Línea, tratándose de una substanciación y resolución
del juicio administrativo en todas sus etapas, así como
de los procedimientos previstos en este código, a tra-
vés del Sistema Informático del Tribunal, incluso en
los casos en que sea procedente la vía sumaria, con
esto, estamos dando cumplimiento a una de las obli-
gaciones que nos marca la Ley General de
Transparencia y Acceso a la Información Pública, don-
de establece el fomentar el uso de tecnologías de la
información para garantizar la transparencia, el dere-
cho de acceso a la información y la accesibilidad a
éstos, y, con ello, el acceso a la justicia.

Finalmente, este Congreso asume la respon-
sabilidad para ejecutar el procedimiento para la
designación de las personas que se integrarán como
magistrados del Tribunal de Justicia Administrativa,
mismas que deberán gozar, además de los requisitos
legales, de la legitimación popular, pues el procedi-
miento de consulta a los sectores especializados en
la materia, la transparencia en el proceso y la vota-
ción calificada, son garantías para el objetivo de la
reforma.

Por lo anteriormente expuesto y con funda-
mento en los artículos 37, 38 y 44 de la Constitución
Política del Estado Libre y Soberano de Michoacán de
Ocampo y los artículos 52 fracción I, 62 fracciones
XIII, XVI, XVIII, XIX y XXIII, 79, 82, 84, 85, 89, 244,
245 y 246 de la Ley Orgánica y de Procedimientos del
Congreso del Estado de Michoacán de Ocampo, las y
los diputados integrantes de estas comisiones dicta-
minadoras nos permitimos someter a la consideración
del Pleno de esta Legislatura, el siguiente Proyecto
de

DECRETO

Único. Se reforman los artículos 1, 2, 3,
143, 144, 145, 148, 153, 154 fracción XII y XIV,
157, 159 fracciones I, II y VII, 160, 161, 162 frac-
ciones I, II, III, IV, VIII, XII, XIII y XIV, 163
fracciones I, II, III, IV y VI, 164, 165 fracciones I,
II, IV, V, VII, 167 fracción II, 168 fracciones I, II,
III, IV, V, VI y VII, 175, 181, 200, 209, 212, 266
fracción V, 272, 274, 279, 281, 282, 283, 285 frac-
ción II, 286, 287, 288, 289, 290 fracciones I, II, III
y V, 291 y 299; se modifica la denominación del
Capítulo Tercero y Capítulo Décimo Primero, am-
bos del Libro Cuarto y la denominación del Libro

Quinto; se adicionan los artículos 168 Bis y 271
A, el Capítulo Décimo Cuarto Bis del Libro Quin-
to, los artículos 297 A, 297 B, 297 C, 297 D, 297
E, 297 F, 297 G, 297 H, 297 I, 297 J, 297 K, 297 L,
297 M, 297 N, 297 O, 297 P, 297 Q, 297 R, 297 S,
los capítulos Décimo Séptimo, Décimo Octavo,
Décimo Noveno, Vigésimo, los artículos 305, 306,
307, 308, 309, 310, 311, 312, 313, 314, 315, 316,
317, 318, 319, 320, 321, 322, 323, 324 y 325 ; se
deroga la fracción XII del artículo 3, las fraccio-
nes IV y XIII del artículo 159, la fracción XI del
artículo 162, los artículos 182, 183, 184, 185,
186, 187, 188, así como la denominación del Ca-
pítulo Décimo Segundo y su artículo 189, para
quedar como sigue:

Capítulo Primero
Objeto y Competencia

Artículo 1°. Las disposiciones del presente
Código son de orden público e interés general y tie-
nen por objeto regular los actos u omisiones de
naturaleza administrativa y fiscal entre el particular
y las dependencias, coordinaciones, entidades y or-
ganismos públicos desconcentrados del Poder
Ejecutivo, la Auditoría Superior de Michoacán, los
Organismos Públicos Autónomos y como bases nor-
mativas para los ayuntamientos y las dependencias,
entidades y organismos públicos descentralizados o
desconcentrados de la Administración Pública, Esta-
tales o Municipales y los particulares. Así como
garantizar el acceso a la justicia administrativa en el
Estado de Michoacán, la cual se impartirá por el Tri-
bunal de Justicia Administrativa del Estado de
Michoacán de Ocampo.

Además de los procedimientos en materia de
responsabilidades administrativas contra los servi-
dores públicos de la administración, para imponer las
sanciones por los actos u omisiones en que éstos
incurran y las que correspondan a los particulares.

Artículo 2°. …

Quedan excluidos de la aplicación de este
Código, los actos y procedimientos administrativos
relacionados con las materias de carácter financiero;
los actos relativos a la actuación del Ministerio Pú-
blico en ejercicio de sus atribuciones constitucionales
y legales, relacionadas con la investigación y perse-
cución del delito ejecución de las sanciones penales;
los de seguridad pública; los actos relativos a las san-
ciones impuestas a los agentes del Ministerio Público,
agentes de investigación y análisis, peritos o quie-
nes realicen funciones sustantivas en la Procuraduría
General de Justicia del Estado de Michoacán de Ocam-
po; electoral; participación ciudadana; de la
Universidad Michoacana de San Nicolás de Hidalgo y
descentralizadas de educación superior; Tribunal de
Conciliación y Arbitraje y de la Comisión Estatal de
Derechos Humanos, en cuanto a las quejas de que
conozca y recomendaciones que formule.

Capítulo Segundo
Definiciones

Artículo 3°. …
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I. Acuse de Recibo Electrónico: Constancia que acredi-
ta que un documento digital fue recibido por el
Tribunal y estará sujeto a la misma regulación apli-
cable al uso de una firma electrónica avanzada. En
este caso, el acuse de recibo electrónico identificará
al Pleno que recibió el documento y se presumirá,
salvo prueba en contrario, que el documento digital
fue recibido en la fecha y hora que se consignen en
dicha constancia. El Tribunal establecerá los medios
para que las partes y los autorizados para recibir no-
tificaciones puedan verificar la autenticidad de los
acuses de recibo electrónico;
II. Anulabilidad: El reconocimiento de la autoridad
administrativa, en el sentido de que un acto admi-
nistrativo no cumple con los requisitos de validez que
se establecen en este Código u otras normas; y que
es subsanable por la autoridad administrativa com-
petente al cumplirse con dichos requisitos;
III. Archivo Electrónico: Información contenida en tex-
to, imagen, audio o video generada, enviada, recibida
o archivada por medios electrónicos, ópticos o de cual-
quier otra tecnología que forma parte del Expediente
Electrónico;
IV. Auditoría Superior: La Auditoría Superior del Esta-
do de Michoacán de Ocampo;
V. Autoridad: El servidor público investido de potes-
tad de mando, que puede dictar, ordenar o ejecutar
actos administrativos que afecten la esfera jurídica
de los particulares, incluso con la fuerza pública, en
virtud de circunstancias legales o de hecho;
VI. Autoridades administrativas: Las enunciadas en el
artículo 1 de este Código o cualquier otra autoridad
facultada por las normas para dictar, ordenar o ejecu-
tar actos administrativos;
VII. Autoridad investigadora: La autoridad que al inte-
rior de la Contraloría, los Órganos Internos de Control
y la Auditoria Superior del Estado, es la encargada de
la investigación de faltas administrativas;
VIII. Autoridad resolutora: Tratándose de faltas admi-
nistrativas no graves lo será la unidad de
responsabilidades administrativas o el servidor pú-
blico asignado en los Órganos internos de control.
Para las faltas administrativas graves, así como para
las faltas de particulares, lo será el Tribunal compe-
tente;
IX. Autoridad substanciadora: La Secretaría, los Órga-
nos internos de control, la Auditoría Superior, las
unidades de responsabilidades de las Empresas pro-
ductivas del Estado que, en el ámbito de su
competencia, dirigen y conducen el procedimiento de
responsabilidades administrativas desde la admisión
del Informe de Presunta Responsabilidad Adminis-
trativa y hasta la conclusión de la Audiencia inicial.
X. Aviso electrónico: Mensaje enviado a la dirección de
correo electrónico de las partes de que se realizará
una notificación por Boletín Jurisdiccional;
XI. Causahabiente: La persona que sucede o se subro-
ga en el derecho de otra;
XII. Clave de acceso: Conjunto único de caracteres
alfanuméricos asignados por el SIT a las partes, como
medio de identificación de las personas facultadas
en el juicio en que promuevan para utilizar el Siste-
ma, y asignarles los privilegios de consulta del
expediente respectivo o envío vía electrónica de pro-
mociones relativas a las actuaciones procesales con
el uso de la firma electrónica avanzada en un Juicio
en Línea;

XIII. Código: El Código de Justicia Administrativa del
Estado de Michoacán de Ocampo;
XIV. Comité: El Comité Coordinador del Sistema Esta-
tal Anticorrupción;
XV. Congreso: El Congreso del Estado de Michoacán
de Ocampo;
XVI. Contraloría: Contraloría Interna o el Órgano In-
terno de Control indistintamente;
XVII. Contraseña: Conjunto único de caracteres alf-
anuméricos, asignados de manera confidencial por el
SIT a los usuarios, la cual permite validar la identifi-
cación de la persona a la que se le asignó una Clave
de Acceso;
XVIII. Dirección de Correo Electrónico: Sistema de co-
municación a través de redes informáticas, señalado
por las partes en el juicio en línea;
XIX. Dirección de Correo Electrónico Institucional: Sis-
tema de comunicación a través de redes informáticas,
dentro del dominio definido y proporcionado por los
órganos gubernamentales a los servidores públicos;
XX. Documento Electrónico o Digital: Todo mensaje de
datos que contiene texto o escritura generada, envia-
da, recibida o archivada por medios electrónicos,
ópticos o de cualquier otra tecnología que forma par-
te del Expediente Electrónico;
XXI. Ejecución subsidiaria: Es la realización de actos
por parte de la administración que debió, voluntaria-
mente realizar el particular, con cargo a este mismo;
XXII. Estado: El Estado libre y soberano de Michoacán
de Ocampo;
XXIII. Expediente Electrónico: Conjunto de información
contenida en archivos electrónicos o documentos di-
gitales que conforman el juicio en línea,
independientemente de que sea texto, imagen, audio
o video, identificado por un número específico;
XXIV. Faltas administrativas: Las Faltas administrati-
vas graves, las Faltas administrativas no graves; así
como las Faltas de particulares, conforme a lo dis-
puesto en este Código;
XXV. Falta administrativa grave: Las faltas administra-
tivas de los Servidores Públicos catalogadas como
graves en los términos del presente Código, cuya san-
ción corresponde al Tribunal de Justicia Administrativa
del Estado de Michoacán de Ocampo;
XXVI. Falta administrativa no grave: Las faltas admi-
nistrativas de los Servidores Públicos en los términos
del presente código, cuya sanción corresponde a la
Secretaría y a los Órganos internos de control;
XXVII. Faltas de particulares: Los actos de personas
físicas o morales privadas que estén vinculados con
faltas administrativas graves de conformidad con lo
señalado en el presente Código;
XXVIII. Firma Electrónica Avanzada: Conjunto de da-
tos consignados en un mensaje electrónico adjuntados
o lógicamente asociados al mismo que permita iden-
tificar a su autor mediante el SIT, y que produce los
mismos efectos jurídicos que la firma autógrafa. La
firma electrónica permite actuar en Juicio en Línea;
XXIX. Incidente: La cuestión que surge dentro del pro-
cedimiento o proceso administrativo, que no se refiere
al negocio o asunto principal, sino a la validez del
proceso en sí mismo;
XXX. Informe de Presunta Responsabilidad Administrati-
va: El instrumento en el que las Autoridades
Investigadoras describen los hechos relacionados con
alguna de las faltas señaladas en la presente Ley,
exponiendo de forma documentada con las pruebas y
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fundamentos, los motivos y presunta responsabili-
dad del Servidor Público o de un particular en la
comisión de Faltas administrativas;
XXXI. Interlocutoria: La resolución que se dicta dentro
del procedimiento o proceso administrativo para re-
solver algún incidente;
XXXII. Juicio en la vía Sumaria: El juicio administrativo
en aquellos casos a los que se refiere este código;
XXXIII. Juicio en la vía tradicional: El juicio adminis-
trativo que se substancia recibiendo las promociones
y demás documentales en manuscrito o impresos en
papel, y formando un expediente también en papel,
donde se agregan las actuaciones procesales, inclu-
so en los casos en que sea procedente la vía sumaria
o el juicio de resolución exclusiva de fondo;
XXXIV. Juicio en línea: Substanciación y resolución
del juicio administrativo en todas sus etapas, así como
de los procedimientos previstos en este código, a tra-
vés del Sistema Informático del Tribunal, incluso en
los casos en que sea procedente la vía sumaria;
XXXV. Ley de Responsabilidades: La Ley de Respon-
sabilidades Administrativas para el Estado de
Michoacán de Ocampo;
XXXVI. Ley Orgánica: La ley orgánica de la Adminis-
tración Pública del Estado de Michoacán de Ocampo;
XXXVII. Magistrado: Servidor público integrante del
Tribunal de Justicia Administrativa;
XXXVIII. Magistrado especializado: Servidor público
especializado en anticorrupción y responsabilidades
administrativas del Tribunal de Justicia Administra-
tiva;
XXXIX. Magistrado Instructor: Magistrado del Tribunal
encargado de la prosecución y resolución del proceso;
XL. Normas: Las leyes, reglamentos, decretos, acuer-
dos u otras disposiciones de carácter general, que
rijan en el Estado o los municipios;
XLI. Nulidad: La declaración emanada del órgano com-
petente, cuando un acto administrativo no cumple con
los elementos de validez que se establecen en este
Código y que por lo tanto no genera efectos jurídicos;
XLII. Órganos constitucionales autónomos: Organismos
a los que la Constitución del Estado les otorga expre-
samente autonomía técnica y de gestión, personalidad
jurídica y patrimonio propio;
XLIII. Órganos del Estado: Poderes Ejecutivo, Legis-
lativo y Judicial, Órganos Constitucionales Autónomos
y gobiernos municipales, incluyendo en estos últi-
mos y en el Poder Ejecutivo a su administración
pública centralizada, paraestatal, desconcentrada y
de participación general y todos aquellos en que cual-
quier autoridad directa o indirectamente intervenga,
independiente de la denominación que se les otor-
gue;
XLIV. Presidente: El Presidente del Tribunal de Justi-
cia Administrativa del Estado de Michoacán de
Ocampo;
XLV. Procedimiento de Lesividad: El procedimiento in-
coado por las autoridades administrativas, ante el
Tribunal, solicitando la declaración de nulidad de re-
soluciones administrativas favorables a los
particulares;
XLVI. Registro: El Registro Estatal de Trámites y Ser-
vicios del Estado de Michoacán de Ocampo;
XLVII. Reglamento Interior: El Reglamento Interior del
Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de
Michoacán de Ocampo;

XLVIII. Resolución Administrativa: El acto administra-
tivo que pone fin a un procedimiento, de manera
expresa o presunta en caso del silencio de la autori-
dad competente, que decide todas y cada una de las
cuestiones planteadas por los particulares o previs-
tas por las normas;
XLIX. Pleno: Reunión de Magistrados;
L. Secretaría: La Secretaría de Finanzas y Administra-
ción;
LI. Sistema Estatal Anticorrupción: La instancia de co-
ordinación entre las autoridades del Estado de
Michoacán de Ocampo, competentes en la prevención,
detección y sanción de responsabilidades adminis-
trativas y hechos de corrupción, así como en la
fiscalización y control de recursos públicos;
LII. SIT: Sistema Informático del Tribunal de Justicia
Administrativa del Estado de Michoacán; y
LIII. Tribunal: El Tribunal de Justicia Administrativa
del Estado de Michoacán de Ocampo.
LIV. Unidad: Unidad de Evaluación y Control de la
Comisión Inspectora de la Auditoria Superior de Mi-
choacán, del Congreso.

Libro Cuarto
Tribunal de Justicia Administrativa

Capítulo Primero
Integración

Artículo 143. El Tribunal es un Órgano autó-
nomo de control de legalidad, dotado de plena
jurisdicción e imperio para hacer cumplir sus resolu-
ciones en el territorio del Estado. Tiene a su cargo
dirimir las controversias de carácter administrativo y
fiscal que se susciten entre las autoridades adminis-
trativas y fiscales y los particulares. Tendrá su
residencia en la capital del Estado, y por acuerdo del
Pleno, podrá celebrar sesiones fuera de su residen-
cia.

Artículo 144. El Tribunal estará integrado por
cinco magistrados los cuales se numerarán y funcio-
narán unitariamente.

Tres lo serán de la materia administrativa
ordinaria; y, dos especializados en la materia de anti-
corrupción y responsabilidades administrativas. Para
los recursos que la ley prevea se constituirán en Ple-
no.

Artículo 145. El Tribunal contará además con:

I a III…
IV. Titular de Contraloría;
V. a VII…

Artículo 148. El Pleno del Tribunal podrá con-
ceder licencias con goce de sueldo a los magistrados,
cuando no excedan de un mes en un año y las que
excedan de ese tiempo, solamente podrán conceder-
se sin goce de sueldo hasta por seis meses
improrrogables.

Artículo 153. Los magistrados, el Secretario
General de Acuerdos, los Secretarios de Estudio y
Cuenta, el Secretario Administrativo, el titular de
Contraloría, los actuarios y los defensores jurídicos,
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no podrán desempeñar cualquier otro empleo, cargo o
comisión de la Federación, del Estado o municipio,
salvo los cargos no remunerados de instrucción y be-
neficencia fuera de las horas de labores. También
estarán impedidos para litigar, salvo en causa propia.

Capítulo Segundo
Competencia

Artículo 154. El Tribunal será competente para
conocer y resolver en forma definitiva de las contro-
versias que en juicio se promuevan en contra de los
actos o resoluciones definitivos, dictados, ordenados,
ejecutados o que se pretenda ejecutar, según corres-
ponda, por el Poder Ejecutivo, de los actos
materialmente administrativos de los poderes legis-
lativo y judicial; de la Auditoría Superior de Michoacán,
por los ayuntamientos, por los organismos autóno-
mos, las entidades u organismos descentralizados o
desconcentrados, estatales o municipales, partidos
políticos, fideicomisos y fondos públicos así como de
cualquier persona física o jurídica o sindicato que
reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de
autoridad; será además competente para determina-
ción e imposición de sanciones, salvo las excepciones
marcadas en la Ley:

I. a XI…
XII. Que resuelvan respecto de las faltas administra-
tivas graves, investigadas y substanciadas por la
Auditoria Superior, la Unidad y los Órganos internos
de control respectivos, según sea el caso, ya sea que
el procedimiento se haya seguido por denuncia, de
oficio o derivado de las auditorías practicadas por las
autoridades competentes;
XIII…
XIV. De las Responsabilidades Administrativas de los
Servidores Públicos, particulares, personas físicas o
jurídicas vinculados con faltas graves promovidas por
la Secretaría de la Contraloría y los Órganos Internos
de control de los Órganos del Estado, o por la Audito-
ría Superior de Michoacán, para la imposición de
sanciones en términos de lo dispuesto por la Ley de
Responsabilidades Administrativas. Así como fincar
a los responsables el pago de las indemnizaciones y
sanciones pecuniarias que deriven de los daños y
perjuicios que afecten a la Hacienda Pública Estatal
y Municipal o al Patrimonio de los Órganos del Esta-
do.

Capítulo Tercero
Pleno

Artículo 157. El pleno se integrará por cinco
magistrados los cuales no podrán abstenerse de vo-
tar y sus resoluciones se tomarán por mayoría de
votos, para la validez de las sesiones se requerirá de
la presencia de cuando menos tres Magistrados.

Artículo 159. Son atribuciones del Pleno:

I. Elegir a su Presidente, que será a su vez del Tribu-
nal;
II. Resolver el recurso de apelación que interpongan
las partes en contra de las resoluciones dictadas por
los magistrados especializados en materia de antico-
rrupción y responsabilidades administrativas;

III. …
IV. Derogada
V. …
VI. ...
VII. Designar al Secretario General de Acuerdos y los
secretarios de acuerdos, a los Secretarios de Estudio
y Cuenta, actuarios, al Secretario Administrativo y
defensores jurídicos;
VIII. a la XII…
XIII. Derogada.
XIV a la XVI…

Capítulo Cuarto
Presidente

Artículo 160. El Presidente será electo por el
Pleno en la segunda semana de diciembre del año en
que concluya el periodo del Presidente en funciones.
Durará en su cargo un año y no podrá ser reelecto
para el periodo inmediato.

Artículo 161. Las faltas temporales del Presi-
dente, que no excedan de quince días, serán suplidas,
por el Magistrado que acuerde el Pleno. Las ausen-
cias temporales de los magistrados en las sesiones
del Pleno serán suplidas por el Secretario General de
Acuerdos.

...

Artículo 162. Son atribuciones del Presidente:

I. Representar legal y jurídicamente al Tribunal ante
toda autoridad y delegar el ejercicio de esta función
en servidores públicos subalternos sin perjuicio de
su ejercicio directo;
II. Convocar y asistir a las sesiones del Pleno;
III. Dirigir los debates y conservar el orden en las
sesiones del Pleno;
IV. Dar cuenta al Pleno de los asuntos de su compe-
tencia;
V. a VII…
VIII. Rendir al Congreso informe por escrito, basado
en los indicadores en materia de responsabilidades
administrativas, conteniendo metas, cumplimiento,
evolución y resultados, anualizado, que se presenta-
rá en el mes de Febrero y contendrá el ejercicio
inmediato anterior, los recursos interpuestos contra
las resoluciones del Tribunal y su resolución; ade-
más atenderá las solicitudes de informe que
eventualmente se soliciten, tomando en cuenta las
directrices y políticas que en materia de Anticorrup-
ción se emitan por las Autoridades en la materia;
IX y X…
XI. Derogada
XII. Formular el proyecto de presupuesto de egresos
del Tribunal, así como los criterios del mismo y so-
meterlo al Pleno para su consideración;
XIII. Formar parte del Sistema Estatal Anticorrupción
en términos de la legislación aplicable; y
XIV. Las demás que señalen las leyes.

Capítulo Quinto
Magistrados

Artículo 163. Son atribuciones de los magis-
trados:
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I. Resolver los asuntos que se le turnen;
II. Participar en las sesiones del Pleno;
III. Emitir su voto, aprobando o rechazando los pro-
yectos de resolución que sean sometidos al Pleno;
IV. Formular, en su caso, voto particular que se in-
tegrará a la resolución del Pleno;
V. …
VI. ...
VII. Proponer al pleno el nombramiento del personal
a su cargo de entre los que acrediten el concurso de
oposición y en su caso la remoción del mismo; y
VIII. …

Capítulo Sexto
Servidores Públicos del Tribunal

Artículo 164. Los Secretarios, General de Acuer-
dos, de Estudio y Cuenta, y Administrativo, así como,
el titular de Contraloría y los actuarios del Tribunal,
deberán reunir los siguientes requisitos:

I. Ser ciudadano mexicano además de estar en pleno
goce y ejercicio de sus derechos civiles y políticos;
II. Tener más de veinticinco años de edad, el día de la
designación;
III. Poseer al día de la designación, con antigüedad
mínima de cinco años, título profesional de nivel li-
cenciatura afín al cargo y contar con los conocimientos
y experiencia que les permitan el desempeño de sus
funciones;
IV. No haber sido condenado por delito doloso;
V. No haber sido registrado como candidato, ni haber
desempeñado cargo alguno de elección popular en los
últimos cuatro años anteriores a la designación;
VI. No desempeñar ni haber desempeñado cargo de
dirección nacional o estatal en algún partido político
en los últimos cuatro años anteriores a la designa-
ción;
VII. No pertenecer o haber pertenecido en los cuatro
años anteriores a su designación a despachos de con-
sultoría o auditoría que hubieren prestado sus
servicios a un Órgano del Estado o a algún partido
político.

El Secretario Administrativo y los actuarios
deberán satisfacer los requisitos señalados en el pá-
rrafo anterior, con excepción del tiempo del ejercicio
profesional, que será de un año.

Los magistrados, el Secretario General de
Acuerdos, los Secretarios de Estudio y Cuenta, los
actuarios y el titular del Órgano Interno de Control,
tendrán fe pública.

Artículo 165. Son atribuciones del Secretario
General de Acuerdos

I. Acordar con el Presidente lo relativo a las sesiones
del Pleno;
II. Dar cuenta de los asuntos en las sesiones del
Pleno, tomar la votación de los magistrados, levantar
el acta respectiva, recabar las firmas de los magistra-
dos presentes y comunicar las decisiones que se
acuerden;
III. …
IV. Firmar las actas del Tribunal para dar fe de lo asen-
tado;

V. Compilar los criterios jurisprudenciales del Tribu-
nal;
VI. …
VII. Llevar los libros de Gobierno, de registro de do-
cumentos y de las personas que puedan ser peritos
ante el Tribunal;
VIII. a XII…

Artículo 167. Son atribuciones de los actua-
rios:

I. …
II. Practicar las diligencias que les encomienden el
Pleno y los magistrados;
III. …
IV. …

Artículo 168. Son atribuciones del Titular de
Contraloría:

I. Vigilar controlar y evaluar el cumplimento de la
normativa administrativa por parte de los servidores
públicos del Tribunal;
II. Realizar auditorías sobre administración, finan-
zas, planeación y aplicación de la normatividad;
III. Llevar el registro y seguimiento de la situación
patrimonial de los servidores públicos del Tribunal;
IV. Participar en todos aquellos actos que en materia
de contratación, adquisición y arrendamiento de bie-
nes y servicios se establezcan en la normativa vigente;
V. Verificar el cumplimiento de las normas y regla-
mentos en materia de contratación, pago y movimiento
de personal, arrendamientos, enajenaciones, adqui-
siciones, conservación, uso y destino de los recursos;
VI. Formular observaciones y recomendaciones con
base a las auditorías al Tribunal;
VII. Realizar visitas de inspección y vigilancia, y
VIII. Las demás que señalen las leyes.

Corresponde al Titular del órgano interno de
control vigilar que la administración del presupuesto
del Tribunal sea eficaz, honesta y ajustada a la nor-
matividad aplicable, informando del resultado de las
auditorías y revisiones que practique al Congreso del
Estado.

El Titular del Órgano interno de control será
nombrado por el Congreso del Estado de conformidad
con lo señalado por la Ley Orgánica y de Procedimien-
tos del Congreso del Estado de Michoacán de Ocampo.

Artículo 168 bis. El Órgano Interno de Control
del Tribunal tendrá a su cargo la fiscalización de los
ingresos y egresos, así como de conocer de las res-
ponsabilidades de sus servidores públicos; en el
ejercicio de sus atribuciones estará dotado de auto-
nomía técnica y de gestión para decidir sobre su
funcionamiento y resoluciones. En el desempeño de
su función se sujetará a los principios de imparciali-
dad, legalidad, objetividad, certeza, honestidad,
profesionalismo, exhaustividad y transparencia.

El titular del Órgano Interno de Control será
nombrado por el Congreso del Estado con el voto de
las dos terceras partes de sus miembros presentes,
durará en su encargo cinco años y no podrá ser re-
electo; estará adscrito administrativamente a la
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Presidencia del Tribunal y deberá reunir los requisi-
tos que señala este Código.

El Órgano Interno de Control contará con la
estructura orgánica, personal y recursos que apruebe
el Pleno a propuesta del Presidente.

El titular del Órgano Interno de Control podrá
ser sancionado conforme a los términos de la norma-
tividad en materia de responsabilidad de servidores
públicos. El Congreso del Estado resolverá sobre la
aplicación de las sanciones, incluida entre estas la
remoción por causas graves de responsabilidad admi-
nistrativa denunciadas por la Sala, debiendo
garantizar el derecho de audiencia al afectado. La re-
moción requerirá del voto de las dos terceras partes
de los integrantes.

Artículo 175. ....

Para la organización, práctica y calificación de
los exámenes de oposición, el Presidente nombrará a
un jurado que se integrará por un Magistrado y hasta
tres profesores de facultades o escuelas de la licen-
ciatura en derecho que sean convocados para tal efecto
por acuerdo del Pleno.

Capítulo Décimo Primero
Responsabilidades

 Artículo 181. Las responsabilidades de los ser-
vidores públicos, estarán atentas a lo dispuesto por
la Ley de Responsabilidades.

Artículo 182. Derogado

Artículo 183. Derogado

Artículo 184. Derogado.

Artículo 185. Derogado.

Artículo 186. Derogado.

Artículo 187. Derogado.

Artículo 188. Derogado.

Capítulo Décimo Segundo
Derogado

Artículo 189. Derogado

Libro Quinto
Juicio Administrativo y Procedimiento
de Responsabilidad Administrativa

Artículo 200. Los magistrados y el Pleno del
Tribunal, tienen el deber de mantener el buen orden
y de exigir que se les guarde el respeto y considera-
ción debidos, podrán imponer, de acuerdo a la gravedad
de la falta, las siguientes correcciones disciplinarias:

I a VI…

Artículo 209. Los magistrados, tienen el deber
de excusarse del conocimiento de los negocios en que
exista alguno de los impedimentos señalados en el
artículo anterior, expresando concretamente en qué
consiste el impedimento. Manifestada por un Magis-
trado la causa de impedimento, el Pleno calificará la
excusa y cuando proceda, designará quién deba sus-
tituir al Magistrado impedido.

Artículo 212. La recusación de magistrados se
hará valer en cualquier tiempo, mediante escrito diri-
gido al Presidente y acompañando las pruebas que se
ofrezcan. El Presidente, dentro de los tres días hábi-
les siguientes a la fecha en que se presentó la
promoción, pedirá un informe al Magistrado recusa-
do, quien deberá rendirlo en igual plazo; la falta de
dicho informe establece la presunción de ser cierta la
causa de recusación. La recusación será resuelta por
el Pleno dentro del término de cinco días hábiles. Si
se declara fundada la recusación, el Magistrado será
sustituido en los términos de este Código. La recu-
sación a perito se tramitará y resolverá por el
Magistrado que lo designó, en los términos de este
artículo.

Artículo 266….

I a IV…
V. La tacha de testigos

Artículo 271 A. En el incidente de tachas, las
partes pueden tachar a los testigos por causas que
éstos no hubieren expresado en sus declaraciones,
dentro de los tres días siguientes al desahogo de la
prueba. En caso de que la testimonial hubiese sido
rendida con anterioridad al término probatorio, debe-
rá proponerse la tacha dentro de los cinco días
siguientes de que se haya abierto éste.

Capítulo Décimo Primero
Sentencia

Artículo 272. La sentencia será emitida por el
magistrado al cual se le haya turnado el asunto.

Artículo 274. ...

...

Tratándose de las sentencias que resuelvan
sobre la legalidad de la resolución dictada en un re-
curso administrativo, si se cuenta con elementos
suficientes para ello, el Pleno se pronunciará sobre
la legalidad de la resolución recurrida, en la parte que
no satisfizo el interés jurídico del demandante. No
se podrán anular o modificar los actos de las autori-
dades administrativas no impugnados de manera
expresa en la demanda.

Artículo 279. Sólo una vez puede pedirse la
aclaración de sentencia y se promoverá ante el Ma-
gistrado Instructor dentro de los tres días hábiles
siguientes de notificada, señalando con toda preci-
sión la contradicción, ambigüedad u oscuridad, de cuya
aclaración se solicite.
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El Pleno resolverá dentro de los tres días hábi-
les siguientes, sin que pueda variar la sustancia de
la resolución.

...

Capítulo Décimo Segundo
Ejecución de la Sentencia

Artículo 281. …

La declaración de que una sentencia ha cau-
sado ejecutoria se hará de oficio y no admite recurso
alguno. La que favorezca a un particular o contenga
una obligación de hacer o de condena, deberá comu-
nicarse a la autoridad correspondiente previniéndola
y conminándola a rendir un informe dentro de los
quince días hábiles siguientes.

Artículo 282. Causa ejecutoria la sentencia
dictada en los siguientes casos:

I a IV…
Las resoluciones causan ejecutoria por ministerio de
ley.

Artículo 283. Si dentro del término a que se
refiere el artículo anterior, la autoridad no cumple
con la sentencia o su cumplimiento es excesivo o
defectuoso; o, habiéndola cumplido, en cualquier tiem-
po repite el acto declarado inválido o nulo; o bien, no
rinde el informe que corresponda, se le aplicará una
multa de cien a cinco mil veces el valor diario de la
unidad de medida y actualización. Independientemente
de esta sanción, se comunicará al superior jerárqui-
co de la autoridad de que se trate, la actitud de
desobediencia, a fin de que lo conmine al cumplimien-
to de la resolución.

Si no obstante los requerimientos y sancio-
nes anteriores, no se da cumplimento a la sentencia,
el Pleno del Tribunal de Justicia Administrativa, a
petición de parte, podrá decretar la destitución del
Servidor Público responsable del incumplimiento.
Excepto de aquellos que hayan sido electos por vota-
ción popular; en este último caso se dará inicio a los
procedimientos constitucionales de separación del
cargo.

Las medidas mencionadas en este capítulo
también serán aplicables cuando no se cumplimente
en sus términos la suspensión que se hubiere decre-
tado respecto del acto reclamado. En este caso, cuando
la violación no esté debidamente acreditada en au-
tos, el Pleno requerirá a la autoridad correspondiente
para que rinda un informe al respecto dentro de las
veinticuatro horas siguientes. Si no lo rindiere se
tendrá por acreditada la violación, procediendo a la
aplicación de las sanciones correspondientes y orde-
nando nuevamente su cumplimiento dentro de las
veinticuatro horas siguientes. Los actos o procedi-
mientos que hubieren motivado la violación a la
suspensión, se declararán sin efectos jurídicos por
el Pleno.

Artículo 285. …

I. …
II. Si al concluir el plazo mencionado en la fracción
anterior, persistiere la renuencia de la autoridad
demandada a cumplir con lo sentenciado, el Tribunal
podrá requerir al superior jerárquico de aquélla para
que en el plazo de tres días hábiles la obligue a cum-
plir sin demora;
III. …
IV. …

Artículo 286. …

Transcurridos los plazos señalados en las
fracciones anteriores, el Tribunal pondrá en conoci-
miento del Órgano Interno correspondiente los
hechos, a fin de que ésta determine la responsabili-
dad del funcionario responsable del incumplimiento.

Capítulo Décimo Tercero
Queja

Artículo 287. La queja se presentará ante el
Pleno y procederá en contra de los siguientes actos:

I a IV…
…

Artículo 288. La queja se interpondrá por es-
crito acompañado, si la hay, de la resolución motivo
de la queja, así como de una copia para la autoridad
responsable, se presentará ante el Pleno, dentro de
los quince días hábiles siguientes a aquél en que
surtió efectos la notificación del acto, resolución o
manifestación que la provoca. En el supuesto previs-
to en la fracción III del artículo anterior, el quejoso
podrá interponer su queja en cualquier tiempo, salvo
que haya prescrito su derecho.

…

Artículo 289. El Presidente del Pleno ordenará
a la autoridad a quien se impute el incumplimiento,
que rinda informe dentro del plazo de cinco días hábi-
les sobre el acto que provocó la queja. Vencido el plazo
mencionado, con informe o sin él, se dará cuenta a la
Sala, la que resolverá dentro de los cinco días hábi-
les siguientes.

…

Artículo 290. …

I. En caso de repetición de la resolución anulada, el
Pleno hará la declaratoria correspondiente, anulando
la resolución repetida y la notificará a la autoridad
responsable de la repetición, previniéndole se abs-
tenga de incurrir en nuevas repeticiones. Además, al
resolver la queja, el Pleno impondrá la multa y orde-
nará se envíe el informe al superior jerárquico,
establecidos por las fracciones I y II del artículo 285;
II. Si el Pleno resuelve que hubo exceso o defecto en
el cumplimiento, dejará sin efectos la resolución que
provocó la queja y concederá a la autoridad demanda-
da veinte días hábiles para que dé el cumplimiento
debido al fallo, precisando la forma y términos con-
forme a los cuales deberá cumplir;
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III. Si el Pleno comprueba que la resolución a que se
refiere la fracción II del artículo 287, se emitió des-
pués de concluido el plazo legal, anulará ésta,
declarando la preclusión de la oportunidad de la au-
toridad demandada para dictarla y ordenará se
comunique esta circunstancia al superior jerárquico
de ésta, para que disponga su cumplimiento en los
términos de la sentencia;
IV. …
V. En el supuesto comprobado y justificado de impo-
sibilidad de cumplir con la sentencia, el Pleno
declarará procedente el cumplimiento sustituto y or-
denará instruir el incidente respectivo;
VI. a VIII…

Artículo 291. …

Existiendo resolución administrativa defini-
tiva, si el Pleno considera que la queja es
improcedente, prevendrán al actor para que dentro de
los treinta días hábiles siguientes a aquél en que
surta efectos la notificación del auto respectivo, la
presente como demanda, cumpliendo los mismos re-
quisitos previstos en este Código, ante el mismo
Magistrado Instructor que conoció del primer juicio,
la que será turnada al mismo Magistrado Instructor
de la queja.

Capítulo Décimo Cuarto Bis
Juicio en Línea

Artículo 297 A. El juicio administrativo podrá
promoverse, substanciarse y resolverse en línea, a
través del SIT que deberá establecer y desarrollar el
Tribunal, en términos de lo dispuesto por el presente
Capítulo y las demás disposiciones específicas que
resulten aplicables de este Código.

Solo el particular tendrá esta opción. En todo
lo no previsto, se aplicarán las demás disposiciones
que resulten aplicables de este ordenamiento.

Artículo 297 B. Cuando el demandante ejerza
su derecho a presentar su demanda en línea a través
del SIT, las autoridades demandadas deberán compa-
recer y tramitar el juicio en la misma vía.

Si el demandante no señala expresamente su
dirección de Correo Electrónico, se tramitará el Jui-
cio en la vía tradicional y el acuerdo correspondiente
se notificará por lista y en el Boletín Procesal del Tri-
bunal.

Artículo 297 C. Cuando la demandante sea una
autoridad, el particular demandado, al contestar la
demanda, tendrá derecho a ejercer su opción para que
el juicio se tramite y resuelva en línea conforme a las
disposiciones de este Capítulo, señalando para ello
su domicilio y Dirección de Correo Electrónico.

A fin de emplazar al particular demandado, el
Secretario de Acuerdos que corresponda, imprimirá y
certificará la demanda y sus anexos que se notifica-
rán de manera personal.

Si el particular rechaza tramitar el juicio en lí-
nea contestará la demanda mediante el Juicio en la
vía tradicional.

Artículo 297 D. En el SIT se integrará el Expe-
diente Electrónico, mismo que incluirá todas las
promociones, pruebas y otros anexos que presenten
las partes, oficios, acuerdos, y resoluciones tanto
interlocutorias como definitivas, así como las demás
actuaciones que deriven de la substanciación del jui-
cio en línea, garantizando su seguridad,
inalterabilidad, autenticidad, integridad y durabilidad,
conforme a los lineamientos que expida el Tribunal.

En los juicios en línea, la autoridad requeri-
da, desahogará las pruebas testimoniales utilizando
el método de videoconferencia, cuando ello sea posi-
ble.

Artículo 297 E. La Firma Electrónica Avanza-
da, Clave de Acceso y Contraseña se proporcionarán,
a través del SIT, previa obtención del registro y auto-
rización correspondientes. El registro de la Firma
Electrónica Avanzada, Clave de Acceso y Contraseña,
implica el consentimiento expreso de que dicho Sis-
tema registrará la fecha y hora en la que se abran los
Archivos Electrónicos, que contengan las constancias
que integran el Expediente Electrónico, para los efec-
tos legales establecidos en este ordenamiento.

Para hacer uso del SIT deberán observarse
los lineamientos que, para tal efecto, expida el Tribu-
nal.

Artículo 297 F. La Firma Electrónica Avanzada
producirá los mismos efectos legales que la firma
autógrafa y garantizará la integridad del documento,
teniendo el mismo valor probatorio.

Artículo 297 G. Solamente, las partes, las per-
sonas autorizadas y delegados tendrán acceso al
Expediente Electrónico, exclusivamente para su con-
sulta, una vez que tengan registrada su Clave de
Acceso y Contraseña.

Artículo 297 H. Los titulares de una Firma Elec-
trónica Avanzada, Clave de Acceso y Contraseña serán
responsables de su uso, por lo que el acceso o recep-
ción de las notificaciones, la consulta al Expediente
Electrónico y el envío de información mediante la uti-
lización de cualquiera de dichos instrumentos, les
serán atribuibles y no admitirán prueba en contrario,
salvo que se demuestren fallas del SIT.

Artículo 297 I. Una vez recibida por vía electró-
nica cualquier promoción de las partes, el SIT emitirá
el Acuse de Recibo Electrónico correspondiente, se-
ñalando la fecha y la hora de recibido.

Artículo 297 J. Cualquier actuación en el Jui-
cio en Línea se efectuará a través del SIT en términos
del presente capítulo. Dichas actuaciones serán vali-
dadas con las firmas electrónicas avanzadas de los
Magistrados y Secretarios de Acuerdos que den fe
según corresponda.
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Artículo 297 K. Los documentos que las partes
ofrezcan como prueba, incluido el expediente admi-
nistrativo, deberán exhibirlos de forma legible a través
del SIT.

Tratándose de documentos digitales, se de-
berá manifestar la naturaleza de los mismos,
especificando si la reproducción digital corresponde a
una copia simple, una copia certificada o al original y
tratándose de esta última, si tiene o no firma autó-
grafa. Los particulares deberán hacer esta
manifestación bajo protesta de decir verdad, la omi-
sión de la manifestación presume en perjuicio sólo
del promovente, que el documento digitalizado corres-
ponde a una copia simple.

Las pruebas documentales que ofrezcan y
exhiban las partes tendrán el mismo valor probatorio
que su constancia física, siempre y cuando se obser-
ven las disposiciones del presente código y de los
acuerdos normativos que emita el Tribunal para ase-
gurar la autenticidad de la información, así como de
su transmisión, recepción, validación y notificación.

Artículo 297 L. Para el caso de pruebas diver-
sas a las documentales, los instrumentos en los que
se haga constar la existencia de dichas pruebas se
integrarán al Expediente Electrónico. El Secretario de
Acuerdos a cuya mesa corresponda el asunto, deberá
digitalizar las constancias relativas y procederá a la
certificación de su cotejo con los originales físicos,
así como a garantizar el resguardo de los originales y
de los bienes materiales que en su caso hubieren
sido objeto de prueba.

Para el caso de pruebas diversas a las docu-
mentales, éstas deberán ofrecerse en la demanda y
ser presentadas al Pleno que esté conociendo del
asunto, en la misma fecha en la que se registre en el
SIT la promoción correspondiente a su ofrecimiento,
haciendo constar su recepción por vía electrónica.

Artículo 297 M. Para los juicios que se subs-
tancien en términos de este capítulo no será
necesario que las partes exhiban copias para correr
los traslados que el código establece, salvo que hu-
biese tercero interesado, en cuyo caso, a fin de correrle
traslado, el demandante deberá presentar la copia de
traslado con sus respectivos anexos.

En el escrito a través del cual el tercero inte-
resado se apersone en juicio, deberá precisar si desea
que el juicio se continúe substanciando en línea y
señalar en tal caso, su dirección de correo electróni-
co. En caso de que manifieste su oposición, el Pleno
dispondrá lo conducente para que se digitalicen los
documentos que dicho tercero presente, a fin de que
se prosiga con la instrucción del juicio en línea con
relación a las demás partes, y a su vez, se impriman
y certifiquen las constancias de las actuaciones y
documentación electrónica, a fin de que se integre el
expediente del tercero en un Juicio en la vía tradicio-
nal.

Artículo 297 N. Las notificaciones que se prac-
tiquen dentro del juicio en línea, se efectuarán
conforme a lo siguiente:

I. Todas las actuaciones y resoluciones que conforme
a las disposiciones de este código deban notificarse
en forma personal, mediante correo certificado con
acuse de recibo, o por oficio, se deberán realizar a
través del SIT;
II. El actuario deberá elaborar la minuta electrónica
en la que precise la actuación o resolución a notifi-
car, así como los documentos que se adjunten a la
misma. Dicha minuta, que contendrá la Firma Elec-
trónica Avanzada del actuario, será ingresada al SIT
junto con la actuación o resolución respectiva y los
documentos adjuntos;
III. El actuario enviará a la Dirección de Correo Elec-
trónico de la o las partes a notificar, un aviso
informándole que se ha dictado una actuación o re-
solución en el Expediente Electrónico, la cual está
disponible en el SIT;
IV. El SIT registrará la fecha y hora en que se efectúe
el envío señalado en la fracción anterior;
V. Se tendrá como legalmente practicada la notifica-
ción, conforme a lo señalado en las fracciones
anteriores, cuando el SIT genere el Acuse de Recibo
Electrónico donde conste la fecha y hora en que la o
las partes notificadas ingresaron al Expediente Elec-
trónico, lo que deberá suceder dentro del plazo de
tres días hábiles siguientes a la fecha de envío del
aviso a la Dirección de Correo Electrónico de la o las
partes a notificar, y
VI. En caso de que en el plazo señalado en la fracción
anterior, el SIT no genere el acuse de recibo donde
conste que la notificación fue realizada, la misma se
efectuará mediante lista al cuarto día hábil contado a
partir de la fecha de envío del Correo Electrónico, fe-
cha en que se tendrá por legalmente notificado.

Artículo 297 Ñ. Para los efectos del Juicio en
Línea son hábiles las veinticuatro horas de los días
en que se encuentren abiertas al público las Oficinas
del Tribunal.

Las promociones se considerarán, salvo prue-
ba en contrario, presentadas el día y hora que conste
en el acuse de recibo electrónico que emita el SIT, en
el lugar en donde el promovente tenga su domicilio
fiscal y, por recibidas, en el lugar del Tribunal. Tra-
tándose de un día inhábil se tendrán por presentadas
el día hábil siguiente.

Artículo 297 O. Las autoridades cuyos actos
sean susceptibles de impugnarse ante el Tribunal,
deberán registrar en la Secretaría de Acuerdos o ante
la Presidencia del Tribunal, según corresponda, la
Dirección de Correo Electrónico Institucional, así
como el domicilio oficial de las unidades administra-
tivas a las que corresponda su representación en los
juicios administrativos, para el efecto de emplazarlas
electrónicamente a juicio en aquellos casos en los
que tengan el carácter de autoridad demandada.

En el caso de que las autoridades demanda-
das no cumplan con esta obligación, todas las
notificaciones que deben hacerse, incluyendo el em-
plazamiento, hasta que se cumpla con dicha
formalidad.

Artículo 297 P. Para la presentación y trámite
de los recursos de revisión y juicios de amparo que
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se promuevan contra las actuaciones y resoluciones
derivadas del Juicio en Línea, no será aplicable lo
dispuesto en el presente Capítulo.

El Secretario General de Acuerdos del Tribu-
nal, Secretarios de Estudio y Cuenta y Secretarios de
Acuerdos de Pleno Superior según corresponda, de-
berán imprimir el archivo del Expediente Electrónico
y certificar las constancias del juicio que deban ser
remitidos a los Juzgados de Distrito y Tribunales
Colegiados de Circuito, cuando se impugnen resolu-
ciones de los juicios correspondientes a su mesa.

Sin perjuicio de lo anterior, en aquellos ca-
sos en que así lo solicite el Juzgado de Distrito o el
Tribunal Colegiado se podrá remitir la información a
través de medios electrónicos.

Artículo 297 Q. En caso que el Tribunal advier-
ta que alguna persona modificó, alteró, destruyó o
provocó la pérdida de información contenida en el SIT,
se tomarán las medidas de protección necesarias, para
evitar dicha conducta hasta que concluya el juicio, el
cual se continuará tramitando a través de un Juicio
en la vía tradicional.

Si el responsable es usuario del Sistema, se
cancelará su Firma Electrónica Avanzada, Clave y
Contraseña para ingresar al SIT y no tendrá posibili-
dad de volver a promover juicios en línea.

Sin perjuicio de lo anterior, y de las respon-
sabilidades penales respectivas, se impondrá al
responsable una multa de trescientas a quinientas
veces el valor diario de la unidad de medida y actuali-
zación al momento de cometer la infracción.

Artículo 297 R. Cuando por caso fortuito, fuer-
za mayor o por fallas técnicas se interrumpa el
funcionamiento del SIT, haciendo imposible el cum-
plimiento de los plazos establecidos en el código, las
partes deberán dar aviso al Pleno correspondiente en
la misma promoción sujeta a término, quien pedirá
un reporte al titular de la unidad administrativa del
Tribunal responsable de la administración del Siste-
ma sobre la existencia de la interrupción del servicio.

El reporte que determine que existió interrup-
ción en el Sistema deberá señalar la causa y el tiempo
de dicha interrupción, indicando la fecha y hora de
inicio y término de la misma. Los plazos se suspen-
derán, únicamente, el tiempo que dure la interrupción
del Sistema. Para tal efecto, el Pleno hará constar
esta situación mediante acuerdo en el expediente
electrónico y, considerando el tiempo de la interrup-
ción, realizara el computo correspondiente, para
determinar si hubo o no incumplimiento de los pla-
zos legales.

Artículo 299. El recurso de reconsideración
podrá ser interpuesto por cualquiera de las partes,
con expresión de agravios, dentro del plazo de los tres
días hábiles siguientes al que surta efectos la notifi-
cación de la resolución o sentencia que se impugne.
El recurso se presentará ante el Pleno, y se turnará
para su trámite a un Magistrado distinto del instruc-
tor.

Capítulo Décimo Séptimo
Disposiciones Comunes

Artículo 305. En los asuntos relacionados con
faltas administrativas graves o faltas de particulares,
se deberá proceder de conformidad con lo siguiente:

I. A más tardar dentro de los tres días hábiles si-
guientes de haber concluido la Audiencia Inicial, la
Autoridad substanciadora deberá, bajo su responsa-
bilidad, enviar a este Tribunal los autos originales
del expediente, así como notificar a las partes de la
fecha de su envío, indicando el domicilio de este Tri-
bunal encargado de la resolución del asunto;
II. Cuando el magistrado especializado reciba el ex-
pediente, bajo su más estricta responsabilidad, deberá
verificar que la falta descrita en el Informe de Pre-
sunta Responsabilidad Administrativa sea de las
consideradas como graves. En caso de no serlo, fun-
dando y motivando debidamente su resolución,
enviará el expediente respectivo a la Autoridad subs-
tanciadora que corresponda para que continúe el
procedimiento en términos de lo dispuesto en el artí-
culo anterior;
III. De igual forma, de advertir el Magistrado especia-
lizado que los hechos descritos por la Autoridad
Investigadora en el Informe de Presunta Responsa-
bilidad Administrativa corresponden a la descripción
de una falta grave diversa, le ordenará a ésta realice
la reclasificación que corresponda, pudiendo señalar
las directrices que considere pertinentes para su de-
bida presentación, para lo cual le concederá un plazo
de tres días hábiles;
IV. En caso de que la Autoridad Investigadora se nie-
gue a hacer la reclasificación, bajo su más estricta
responsabilidad así lo hará saber a este Tribunal fun-
dando y motivando su proceder. En este caso, el
Tribunal continuará con el procedimiento de respon-
sabilidad administrativa;
V. Una vez que el Tribunal haya decidido que el asun-
to corresponde a su competencia y, en su caso, se
haya solventado la reclasificación, deberá notificar
personalmente a las partes sobre la recepción del
expediente;
VI. Cuando conste en autos que las partes han que-
dado notificadas, dictará dentro de los quince días
hábiles siguientes el acuerdo de admisión de prue-
bas que corresponda, donde deberá ordenar las
diligencias necesarias para su preparación y desaho-
go;
VII. Concluido el desahogo de las pruebas ofrecidas
por las partes, y si no existieran diligencias pendien-
tes para mejor proveer o más pruebas que desahogar,
el magistrado especializado declarará abierto el pe-
riodo de alegatos por un término de cinco días hábiles
comunes para las partes;
VIII. Una vez trascurrido el periodo de alegatos, de
oficio, se declarará cerrada la instrucción y citará a
las partes para oír la resolución que corresponda, la
cual deberá dictarse en un plazo no mayor a treinta
días hábiles, el cual podrá ampliarse por una sola vez
por otros treinta días hábiles más, cuando la comple-
jidad del asunto así lo requiera debiendo expresar
los motivos para ello, y
IX. La resolución, deberá notificarse personalmente
al presunto responsable. En su caso, se notificará a
los denunciantes únicamente para su conocimiento,
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y al jefe inmediato o al titular de la dependencia o
entidad, para los efectos de su ejecución, en un plazo
no mayor de diez días hábiles.

Capítulo Décimo Octavo
Inconformidad

Artículo 306. Procede el recurso de inconfor-
midad contra la calificación o la abstención de
calificación de los hechos como faltas administrati-
vas no graves que realicen las autoridades
investigadoras; dicha calificación será notificada al
denunciante, cuando este fuere identificable. Además
de establecer la calificación que se le haya dado a la
presunta falta, la notificación también contendrá de
manera expresa la forma en que el notificado podrá
acceder al Expediente de Presunta Responsabilidad
Administrativa.

La presentación del recurso tendrá como efecto que
no se inicie el procedimiento de responsabilidad ad-
ministrativa hasta en tanto este sea resuelto.

Artículo 307. El plazo para la presentación del
recurso de inconformidad será de cinco días hábiles,
contados a partir de la notificación de la resolución
impugnada.

Artículo 308. El recurso de inconformidad de-
berá presentarse ante la autoridad investigadora que
hubiere hecho la calificación de la falta administrati-
va como no grave, debiendo expresar los motivos por
los que se estime indebida dicha calificación.

Interpuesto el recurso, la autoridad investi-
gadora deberá remitirlo a este Tribunal, adjuntando
el expediente integrado y un informe en el que justi-
fique la calificación impugnada, del recurso de
inconformidad conocerá alguna de las dos salas es-
pecializadas del Tribunal a la que por turno le
corresponda.

Artículo 309. En caso de que el escrito por el
que se interponga el recurso de inconformidad fuera
obscuro o irregular, el Magistrado especializado a
quien por razón del turno le haya correspondido co-
nocer requerirá al promovente para que subsane las
deficiencias o realice las aclaraciones que correspon-
da, para lo cual le concederán un término de cinco
días hábiles. De no subsanar las deficiencias o acla-
raciones en el plazo antes señalado el recurso se
tendrá por no presentado.

Artículo 310. En caso de que el Tribunal tenga
por subsanadas las deficiencias o por aclarado el es-
crito por el que se interponga el recurso de
inconformidad; o bien, cuando el escrito cumpla con
los requisitos señalados en el Artículo 310 de este
Código, admitirán dicho recurso y darán vista al pre-
sunto infractor para que en el término de cinco días
hábiles manifieste lo que a su derecho convenga.

Artículo 311. Una vez subsanadas las deficien-
cias o aclaraciones o si no existieren, el Tribunal
resolverá el recurso de inconformidad en un plazo no
mayor a treinta días hábiles.

 Artículo 312. El recurso de inconformidad será resuelto
tomando en consideración la investigación que cons-
te en el expediente de presunta responsabilidad
administrativa y los elementos que aporten el denun-
ciante o el presunto infractor. Contra la resolución
que se dicte no procederá recurso alguno.

Artículo 313. El escrito por el cual se inter-
ponga el recurso de inconformidad deberá contener
los siguientes requisitos:

I. Nombre y domicilio del recurrente;
II. La fecha en que se le notificó la calificación en
términos de este capítulo;
III. Las razones y fundamentos por los que, a juicio
del recurrente, la calificación del acto es indebida, y
IV. Firma autógrafa del recurrente. La omisión de este
requisito dará lugar a que no se tenga por presentado
el recurso, por lo que en este caso no será aplicable
lo dispuesto en el Artículo 307 de este Código.

Asimismo, el recurrente acompañará su es-
crito con las pruebas que estime pertinentes para
sostener las razones y fundamentos expresados en
el recurso de inconformidad.

La satisfacción de este requisito no será ne-
cesaria si los argumentos contra la calificación de los
hechos versan solo sobre aspectos de derecho.

Artículo 314. La resolución del recurso de in-
conformidad consistirá en:

I. Confirmar la calificación o abstención, o
II. Dejar sin efectos la calificación o abstención, para
lo cual el Tribunal estará facultado para recalificar el
acto u omisión; o bien ordenar se inicie el procedi-
miento correspondiente.

Capítulo Décimo Noveno
Apelación

Artículo 315. Solo procederá el recurso de ape-
lación contra resoluciones de los magistrados
especializados en materia de anticorrupción y respon-
sabilidades administrativas.

Procederá el recurso de apelación contra las
resoluciones siguientes:

I. La que determine imponer sanciones por la comi-
sión de Faltas administrativas graves o Faltas de
particulares, y
II. La que determine que no existe responsabilidad
administrativa por parte de los presuntos infracto-
res, ya sean Servidores Públicos o particulares.

Artículo 316. El recurso de apelación se pro-
moverá mediante escrito ante el magistrado que haya
emitido sentencia, que turnará el asunto al magis-
trado especializado ponente del turno siguiente quien
formulará proyecto de resolución en su momento;
dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél
en que surta sus efectos la notificación de la resolu-
ción que se recurre.
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 En el escrito deberán formularse los agravios que
consideren las partes se les hayan causado, exhi-
biéndose una copia del mismo para el expediente y
una para cada una de las partes.

El escrito que contenga el recurso de apela-
ción deberá ser remitido junto con el expediente al
Magistrado especializado Ponente, que no podrá ser
el que haya dictado la resolución recurrida en un pla-
zo de cinco días hábiles.

Artículo 317. Una vez recibido el expediente
de apelación por el magistrado especializado ponen-
te, éste deberá resolver en el plazo de tres días hábiles
si admite el recurso, o lo desecha por encontrar moti-
vo manifiesto e indudable de improcedencia. Si hubiera
irregularidades en el escrito del recurso por no haber
satisfecho los requisitos de procedencia, se señalará
al promovente en un plazo que no excederá de tres
días hábiles, para que subsane las omisiones o corri-
ja los defectos precisados en la providencia relativa.

Admitido que fuere el recurso, el Magistrado
Especializado dará vista a las partes para que en el
término de tres días hábiles, manifiesten lo que a su
derecho convenga; vencido dicho término, el Magis-
trado Ponente formulará el proyecto y dará cuenta del
mismo al Pleno en un plazo no mayor a sesenta días
hábiles.

Artículo 318. El Pleno procederá al estudio de
los conceptos de apelación, atendiendo a su prela-
ción lógica. En todos los casos, se privilegiará el
estudio de los conceptos de apelación de fondo por
encima de los de procedimiento y forma, a menos que
invertir el orden dé la certeza de la no responsabili-
dad del servidor público o del particular, o de ambos;
o que en el caso de que el recurrente sea la Autoridad
Investigadora, las violaciones de forma hayan impe-
dido conocer con certeza la responsabilidad de los
involucrados.

En los asuntos en los que se desprendan vio-
laciones de fondo de las cuales pudiera derivarse el
sobreseimiento del procedimiento de responsabilidad
administrativa, la no responsabilidad del recurrente,
o la determinación de culpabilidad respecto de algu-
na conducta, se le dará preferencia al estudio de
aquéllas aún de oficio.

Artículo 319. En el caso de ser revocada la sen-
tencia o de que su modificación así lo disponga, cuando
el recurrente sea el servidor público o el particular,
se ordenará al Órgano del Estado en el que se preste
o haya prestado sus servicios, lo restituya de inme-
diato en el goce de los derechos de que hubiese sido
privado por la ejecución de las sanciones impugna-
das, en los términos de la sentencia respectiva, sin
perjuicio de lo que establecen otras leyes.

Se exceptúan del párrafo anterior, los Agen-
tes del Ministerio Público, peritos oficiales y miembros
de las instituciones policiales en cuyos casos sólo
estarán obligadas a pagar la indemnización y demás
prestaciones a que tengan derecho, sin que en nin-
gún caso proceda la reincorporación al servicio, en
los términos previstos en el apartado B, fracción XIII,

del artículo 123 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos.

Capítulo Vigésimo
Cumplimiento y Ejecución de Sanciones

por Faltas Administrativas Graves y
 Faltas de Particulares

Artículo 320. Las sanciones económicas im-
puestas por este Tribunal constituirán créditos
fiscales a favor de la Hacienda Pública Estatal o mu-
nicipal, o del patrimonio de los Órganos del Estado,
según corresponda. Dichos créditos fiscales se ha-
rán efectivos mediante el procedimiento administrativo
de ejecución, por la Secretaría de Finanzas y Admi-
nistración, a la que será notificada la resolución
emitida.

Artículo 321. Cuando haya causado ejecutoria
una sentencia en la que se determine la plena res-
ponsabilidad de un Servidor Público por faltas
administrativas graves, el Magistrado, sin que sea
necesario que medie petición de parte y sin demora
alguna, girará oficio por el que comunicará la senten-
cia respectiva así como los puntos resolutivos de ésta
para su cumplimiento, de conformidad con las siguien-
tes reglas:

I. Cuando el Servidor Público haya sido suspendido,
destituido o inhabilitado, se dará vista a su superior
jerárquico y a la Secretaría, y
II. Cuando se haya impuesto una indemnización y/o
sanción económica al responsable, se dará vista a la
Secretaría de Finanzas y Administración.

En el oficio respectivo, el Tribunal prevendrá
a las autoridades señaladas para que informen, den-
tro del término de diez días hábiles, sobre el
cumplimiento que den a la sentencia en los casos a
que se refiere la fracción I de este artículo. En el caso
de la fracción II, la Secretaría de Finanzas y Adminis-
tración informará al Tribunal una vez que se haya
cubierto la indemnización y la sanción económica que
corresponda.

Artículo 322. Cuando haya causado ejecutoria
una sentencia en la que se determine la comisión de
faltas de particulares, el Tribunal, sin que sea nece-
sario que medie petición de parte y sin demora alguna,
girará oficio por el que comunicará la sentencia res-
pectiva, así como los puntos resolutivos de esta para
su cumplimiento, de conformidad con las siguientes
reglas:

I. Cuando el particular haya sido inhabilitado para
participar con cualquier carácter en adquisiciones,
arrendamientos, servicios u obras públicas, el Tribu-
nal ordenará su publicación al Director del Periódico
Oficial del Gobierno Constitucional del Estado de
Michoacán de Ocampo, y
II. Cuando se haya impuesto una indemnización y/o
sanción económica al responsable, se dará vista a la
Secretaría de Finanzas y Administración.

Artículo 323. Cuando el particular tenga ca-
rácter de persona moral, sin perjuicio de lo establecido
en el artículo que antecede, el Tribunal girará oficio
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por el que comunicará la sentencia respectiva, así
como los puntos resolutivos de ésta para su cumpli-
miento, de conformidad con las siguientes reglas:

I. Cuando se decrete la suspensión de actividades de
la sociedad respectiva, se dará vista a la Secretaría
de Desarrollo Económico, y a la Secretaria de Finan-
zas y Administración, se inscribirá en el Registro
Público de la Propiedad Raíz y del Comercio y se hará
publicar un extracto que contenga la resolución y efec-
tos de la sentencia que decrete esta medida, en el
Periódico Oficial del Gobierno Constitucional del Es-
tado de Michoacán de Ocampo, y
II. Cuando se decrete la disolución de la sociedad
respectiva, los responsables procederán de conformi-
dad con la Ley General de Sociedades Mercantiles en
materia de disolución y liquidación de las socieda-
des, o en su caso, conforme a lo estipulado en el
Código Civil del Estado de Michoacán de Ocampo,
según corresponda, y las demás disposiciones apli-
cables.

Artículo 324. Cuando haya causado ejecutoria
una sentencia en la que se determine que no existe
una falta administrativa grave o faltas de particula-
res, el Tribunal, sin que sea necesario que medie
petición de parte y sin demora alguna, girará oficio
por el que comunicará la sentencia respectiva, así
como los puntos resolutivos de ésta para su cumpli-
miento. En los casos en que haya decretado la
suspensión del Servidor Público en su empleo, cargo
o comisión, ordenará la restitución inmediata del
mismo.

Artículo 325. El incumplimiento de las medi-
das cautelares previstas en la presente Ley por parte
del jefe inmediato, del titular del Órgano del Estado
correspondiente o de cualquier otra autoridad obliga-
da a cumplir con dicha disposición, será causa de
responsabilidad administrativa en los términos de la
Ley.

Mientras no se dicte sentencia definitiva el
Magistrado que hubiere conocido del incidente, podrá
modificar o revocar la resolución que haya decretado
o negado las medidas cautelares, cuando ocurra un
hecho superveniente que lo justifique.

TRANSITORIOS

Primero. El presente Decreto entrara en vigor
el día siguiente al de su publicación en el Periódico
Oficial del Gobierno Constitucional del Estado de
Michoacán de Ocampo.

Segundo. Los asuntos turnados a la Justicia
Especializada en combate a la corrupción y responsa-
bilidad administrativa; hasta en tanto hayan sido
nombrados los magistrados especializados, serán
sustanciados, con las reglas de este Código, de ma-
nera unitaria, turnándoseles por el criterio de
antigüedad en el cargo del Magistrado, que lo será
ahora el instructor; la apelación será ante la sala co-
legiada de los tres Magistrados administrativos; será
Magistrado ponente quien detente en segundo térmi-
no antigüedad en el cargo.

Tercero. El Titular del Ejecutivo del Estado rea-
lizará los ajustes presupuestales con el fin de proveer
de los recursos necesarios al Tribunal de Justicia
Administrativa del Estado de Michoacán de Ocampo.

En el proyecto de presupuesto de egresos para
el ejercicio fiscal 2018, deberá destinar una partida
presupuestal suficiente para cubrir los capítulos de
servicios personales, materiales y suministros, así
como de servicios generales necesarios para cumplir
con sus funciones.

Cuarto. El Congreso del Estado, a través de
las Comisiones de Justicia y de Gobernación, emiti-
rán convocatoria pública para el procedimiento de
elección de los Magistrados Especializados en un tér-
mino no mayor a 90 días naturales siguientes a la
entrada en vigor del presente decreto.

PALACIO DEL PODER LEGISLATIVO. Morelia, Michoacán
a los 10 diez días del mes de julio de 2017.

Comisión de Gobernación: Dip. Mario Armando Men-
doza Guzmán, Presidente; Dip. Andrea Villanueva
Cano, Integrante; Dip. Pascual Sigala Páez, Integrante;
Dip. Ángel Cedillo Hernández, Integrante; Dip. Ernes-
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dez, Integrante; Dip. Mary Carmen Bernal Martínez,
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